
El 1º de marzo de 2001, la Comisión solicitó al Estado la adopción de medidas cautelares 
en favor de Mauricio Herrera Ulloa y de Fernán Vargas Rohrmoser, representante del 
Diario La Nación.  La información disponible se refiere a la ratificación por parte de la 
Sala III de la Corte Suprema de Justicia costarricense de la condena penal contra el 
señor Herrera, por presunto daño moral causado por dar a conocer información 
publicada en medios europeos que cuestionan a un ex-Embajador costarricense.  La 
Comisión solicitó al Estado suspender la ejecución de la sentencia con el fin de tener la 
oportunidad de investigar plenamente los alegatos planteados en la petición, sobre la 
base de que si ésta se ejecutaba antes de que la Comisión investigara el caso, podría 
constituirse un daño irreparable a los señores Herrera y Vargas, este último 
representante de “La Nación”.  


